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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo jus�cia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente,

 
Grupo de Correspondencia 

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 
Sede Judicial  CAN

CAMS

De: ALBERT JHONATHAN BOLAÑOS PANTOJA <albert.bolanos1010@correo.policia.gov.co>
Enviado: miércoles, 29 de marzo de 2023 12:20
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
jairq.ab89@gmail.com <jairq.ab89@gmail.com>
Asunto: Proceso: 11001334306120220023200 - Demandante: NICOLÁS FERNANDO RINCÓN IBAÑEZ - Asunto
CONTESTACION DEMANDA Y LLAMAMIENTO EN GARANTIA
 
Honorable Jueza
EDITH ALARCÓN BERNAL
JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ
- SECCION TERCERA
E.            S.         D.
 
Proceso 11001334306120220023200
Demandante NICOLÁS FERNANDO RINCÓN IBAÑEZ
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Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL –
POLICIA NACIONAL

Medio de control REPARACION DIRECTA
Asunto CONTESTACION DEMANDA

ALBERT JHONATHAN BOLAÑOS PANTOJA, mayor de edad, residenciado en esta ciudad,
identificado con la cédula de ciudadanía número 87.064.476 de Pasto - Nariño, portador de la tarjeta
profesional número 163.553 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado
de la Nación - Ministerio Defensa Nacional - Policía Nacional, de acuerdo al poder conferido por el
señor Secretario General, me permito allegar escrito de CONTESTACION DEMANDA Y
LLAMAMIENTO EN GARANTIA en el proceso de la referencia, en los siguientes términos:
 
De manera atenta me permito remitir, adjunto a este correo, CONTESTACION DE DEMANDAY
LLAMAMIENTO EN GARANTIA de conformidad a la notificación dentro de la plataforma de consulta
de procesos de la rama judicial, el cual se encuentra en términos. 
  
Lo anterior teniendo en cuenta la suspensión de términos y el levantamiento de los mismos de
conformidad a lo establecido en el Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 de junio de 2020, desde el 1 de julio
del presente año. 
  
Teniendo en cuenta todo lo anterior, me permito remitir por medio digital CONTESTACION DE
DEMANDA Y LLAMAMIENTO EN GARANTIA   según el procedimiento establecido en la C I R C U L
A R DESAJBOC20-29 del 26 de junio de 2020. 
 
Por otra parte su señoría, me permito informar que de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 3 del decreto legislativo 806 del 4 de junio de 2020, se envió el documento con copia a
las partes que intervienen dentro del presente medio de control.   
 
De igual manera solicito de manera respetuosa al Honorable Juzgado Administrativo, sea enviado
confirmación o acuse de recibo del presente correo a los correos institucionales de notificaciones
judiciales de la Policía Nacional, siendo los siguientes. 

Para efectos de notificación 
decun.notificacion@policia.gov.co 
albert.bolanos1010@correo.policia.gov.co
 
 
Atentamente:
 
 
ALBERT JHONATHAN BOLAÑOS PANTOJA 
C. C. No. 87.064.476 de Pasto (Nariño) 
T. P. No.  163.553 del C.S.J 
Tel: 3132687046
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Mensaje Importante

La información contenida en este mensaje, incluidos los archivos adjuntos al mismo, son para el uso exclusivo del destinatario y puede

contener información que no es de carácter público, en caso de haber recibido este mensaje por error, comuníquese de forma inmediata con el

emisor y proceda a su eliminación; recuerde que cualquier uso, difusión, distribución, copiado o divulgación de esta comunicación está

estrictamente prohibido.

---Para evitar que su cuenta de correo personal institucional, sea víctima de suplantación, atacada por malware o phishing tenga presente no hacer click

en links desconocidos, ya que a traves de estos se solicita datos personales como contraseña, número de cédula y correo electrónico entre otros. Por

tal motivo deben abstenerse de suministrar información personal, institucional y bancaria.

CONFIDENCIALIDAD: Al recibir el acuse recibido por parte de esta dependencia se entendera como aceptado y se recepcionara como documento

prueba de la entrega del usurario (Ley 527 del 18-08-1999).
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 
SECRETARIA GENERAL 

               AREA DEFENSA JUDICIAL NIVEL CENTRAL 
 
Honorable Jueza 

EDITH ALARCÓN BERNAL 

JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ - SECCION TERCERA 

E.     S.      D. 

 

Proceso 11001334306120220023200 

Demandante NICOLÁS FERNANDO RINCÓN IBAÑEZ 

Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA 

NACIONAL 

Medio de control REPARACION DIRECTA  

Asunto CONTESTACION DEMANDA  

ALBERT JHONATHAN BOLAÑOS PANTOJA, identificado con la cédula de 

ciudadanía número 87.064.476 de Pasto - Nariño y Tarjeta Profesional de Abogado 

Número 163.553 del Consejo Superior de la Judicatura, apoderado judicial de la 

Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, de conformidad a poder 

conferido por funcionario competente, el cual se acepta expresamente y se anexa 

al presente, me permito presentar CONTESTACION DE LA DEMANDA en los 

siguientes términos:  

 

I. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

Lo primero en advertir, corresponde a que la entidad pública que represento, se 

opone a la totalidad de las pretensiones formuladas por la parte demandante, 

bien sean estas declarativas, de interpretación, consecuenciales y/o de condena de 

la demanda, basándome para ello en las razones de hecho y de derecho que se 

expresaran a lo largo del presente escrito de contestación. 

Al respecto esgrimo las siguientes razones: 

1º.  APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD: 

La Constitución Política establece en su artículo 1º: 

“Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 

Unitaria, descentralizada..., fundada en el respeto de la dignidad humana, en 

el trabajo y en la solidaridad de las personas que la integran y en la 

prevalencia del interés general". (Subrayado fuera del texto). 

 

De igual forma la misma Carta Política prescribe en su artículo 2º: 
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"Son fines esenciales del Estado servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución...Las autoridades de la República 

están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, 

en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades y para 

asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 

particulares". (Subrayado fuera del texto). 

Por su parte, La Constitución Nacional en el artículo 218 determina el fin primordial 

de la Policía Nacional, cual es:  

“…el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los 

derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia 

convivan en paz…” 

 

El Decreto 2158 de 1997, por medio del cual se desarrolla la estructura orgánica de 

la Policía Nacional, en él se determina la visión, misión, funciones y principios de la 

gestión en la Policía Nacional, donde se establece: 

“…Artículo 3o. Principios. La Misión Institucional se fundamenta en los 

siguientes principios: 

 

(…) 

 

2. Contribuir al mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio 

de los derechos y libertades públicas…” 

 

Por otra parte la Corte Constitucional, a propósito de lo argumentado en líneas 

anteriores, ha mencionado, según Sentencia No. de Rad. C – 024/94, lo siguiente:  

“(…) en un Estado social de derecho, el uso del poder de policía -tanto 

administrativa como judicial-se encuentra limitado por los principios 

contenidos en la Constitución Política y por aquellos que derivan de la 

finalidad específica de la policía de mantener el orden público como condición 

para el libre ejercicio de las libertades democráticas. De ello se desprenden 

unos criterios que sirven de medida al uso de los poderes de policía. El 

ejercicio de la coacción de policía para fines distintos de los queridos por el 

ordenamiento jurídico puede constituir no sólo un problema de desviación de 

poder sino incluso el delito de abuso de autoridad por parte del funcionario o 

la autoridad administrativa (…)”. 

 

Esclarecido lo anterior, se procede a sustentar la oposición a cada una de las 

pretensiones signadas en el escrito de demanda así: 

A PRETENSIONES DECLARATIVAS, CONDENATORIAS Y SUBSIDIARIAS. 

Declárese a LA NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA, POLICÍA NACIONAL y 
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JOSÉ ALIRIO YOSA MENESES, ADMINISTRATIVAMENTE RESPONSABLE (S) y 

se obtenga el reconocimiento y pago total de los daños y perjuicios que fueron 

ocasionados como consecuencia del accidente de tránsito en contra del señor 

NICOLAS FERNANDO RINCON IBAÑES, en razón a los hechos ocurridos el día 17 

de julio del 2020; mi suscrito poderdante se trasladaba por su moto de placas 

UVW25E siendo aproximadamente las 7 am transitaba por la calle 60 sentido 

Oriente – Occidente frente al CAI de chapinero, ME OPONGO, teniendo en cuenta 

que son argumentos personales y subjetivos de los accionantes, más aún, teniendo 

en cuenta que mediante comunicación oficial GS-2023-148333 MEBOG el señor 

Capitán Johnatan Guillermo Tenjo Rodríguez, Jefe de Asuntos Jurídicos de la 

Policía Metropolitana de Bogotá, informa que se consultó el Sistema de Información  

de Procesos Administrativos – Prestacionales – SIPAD con resultados negativos 

para investigaciones por daños y pérdidas, así como prestacionales que se hayan 

tramitado vinculando al señor PT. JOSE ALIRIO YOSA MENESES, en relación al 

accidente de tránsito ocurrido el 17 de julio 2020. De la misma manera, La Seccional 

de Investigación Criminal SIJIN MEBOG, en comunicado interno a esa dependencia 

datado el 27/03/2023 informo que esa unidad policial no cuenta con base de 

información para el caso de lesiones personales en accidente de tránsito. De la 

misma manera el Grupo de Movilidad de la Policía Metropolitana de Bogotá, informa 

que en la carpeta del vehículo policial de placas OJX – 035 de siglas 17-6396 para 

la fecha del 17/07/2020 no existe informe de siniestro.  

En lo que respecta al reconocimiento de perjuicios por daño emergente, lucro 

cesante consolidado y futuro, así como daño moral y a la salud, esta defensa se sirve 

en OPONERSE rotundamente a los mismos, porque el daño por el cual se pretende 

reclamar indemnización de perjuicios no fue causado por la institución policial, y para 

la defensa  existe RESPONSABILIDAD PERSONAL DEL AGENTE y obra prueba 

en tal sentido, en consecuencia, solicito se nieguen las pretensiones. 

 

A LOS HECHOS 

 

En relación con las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que ocurrieron los 

hechos, los mismos deberán entrarse a probar dentro de este proceso, para llenar 

las exigencias procedimentales del artículo 167 de C.G.P. Por tratarse de 

enumeración y relatos realizados por los actores, soportados en pruebas aportadas 

con la demanda, que deben ser controvertidas y confrontadas  en el debate 

probatorio, debo atenerme a lo que resulte demostrado al final de la etapa 
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probatoria; sin embargo, mirando cada uno de los hechos narrados en la demanda 

diremos lo siguiente: 

 

DEL HECHO 1: Es un hecho relativamente cierto, pues se deberá probar dentro del 

plenario su trayectoria y su vínculo laboral que aduce. 

DEL HECHO 2: Se constituye en apreciaciones subjetivas que realiza la parte actora, 

pues determina a su acomodo las circunstancias que pretende hacer valer, mismas 

que se deberán probar en la etapa procesal pertinente.   

DEL HECHO 3: Lo manifestado en este numeral se puede apreciar en los 

documentos presentados con la demanda. 

DEL HECHO 4, 5 Y 6: Son hechos que deberán probarse dentro del plenario en la 

etapa procesal pertinente, además, reposa dentro del expediente la historia clínica 

del actor que fundamenta lo enunciado, sin embargo, se hace necesario que el 

honorable despacho evalúe de manera juiciosa lo descrito en el mismo, atendiendo 

a que la parte actora realiza apreciaciones de hechos que no están probados. 

DEL HECHO 7, 8 Y 9: Son apreciaciones sin ningún fundamento probatorio, ya que 

no se tiene ninguna valoración médico laboral y disminución de la capacidad 

psicofísica y/o laboral que justifique lo enunciado por el apoderado de la parte actora, 

en tal sentido no es consecuente enmarcar unas patologías solo por enunciarlas; el 

deber está en soportar lo que se pretende hacer valer, pues en una obligación del 

demandante al momento de la presentación de la demanda. La evaluación de la 

disminución de la capacidad laboral y/o física que expone el apoderado activo, no 

tiene sustento. 

 

FUNDAMENTOS  JURIDICOS DE LA DEFENSA 

 

El material  probatorio obrante en el proceso tanto documentales como  

testimoniales  que el despacho pudo apreciar, pueden dar cuenta de la existencia 

del daño en la humanidad del señor NICOLAS FERNANDO RINCON IBAÑEZ, sin 

embargo esto no es óbice para declarar la responsabilidad de la institución policial, 

porque a voces del artículo 90 de la C.N, al igual que el daño se debe acreditar el 

nexo de causalidad, a mi representada no le asiste la obligación de indemnizar al 

no presentarse los elementos necesarios para pretender endilgar algún tipo de 

responsabilidad a la Policía Nacional, pues como están narrados los hechos se deja 

ver claramente que la actuación desplegada por el señor JOSÉ ALIRIO YOSA 

MENESES la realiza desde su ámbito privado y sin ninguna relación con el servicio 
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que se presta en virtud de la misión constitucional del artículo 218, pues de la 

pruebas se tiene la certeza que el mencionado  JOSÉ ALIRIO YOSA MENESES, 

desconoció los reglamentos internos de la institución, y pese a ser el mismo 

referente en la conducción de un vehículo que se le asigno para el desarrollo de sus 

funciones y por ser idóneo en el tema, es precisamente quien debe brindar las 

garantías en la conducción. Debe anotarse que la actividad de conducir vehículos 

ha sido considerada desde siempre como peligrosa y nadie está exento de sufrir 

accidentes que puedan traer consecuencias funestas; pero no se puede 

responsabilizar a la Policía Nacional por hechos que no corresponden a la falla en 

el servicio y mucho menos llegar al extremo de pretender que la misma se convierta 

en garante de los daños sufridos por cada ciudadano. 

 

La jurisprudencia del H. Consejo de Estado enseña que “la conducción de vehículos 

automotores constituye una actividad peligrosa que involucra a quienes participan de ella, 

de forma que en aquellos eventos en los que ocurre un accidente, y como consecuencia de 

ello, se producen daños a una persona, es necesario verificar la conducta de los partícipes 

de dicha actividad, en aras de verificar quien fue el causante del mismo. Así pues, tratándose 

de la colisión de vehículos automotores, el criterio objetivo de imputación de 

responsabilidad se torna inoperante, y urge la necesidad entonces de establecer la causa del 

accidente para determinar de esta manera, si se presentó alguna actuación irregular por 

parte del conductor del vehículo oficial o alguna otra circunstancia constitutiva de falla en 

el servicio que permita, por lo tanto, imputar la responsabilidad a la entidad demandada.”. 

 

Si bien en la sentencia de esta sección del 19 de diciembre de 1989 (expediente Nº 

4484, actor Rosa Helena Franco de Bernal) en la que por primera vez se adoptó el 

régimen de la falla presunta para la conducción de vehículos automotores se dijo 

que si la administración demostraba la ausencia de falla se exoneraba de 

responsabilidad, tal posición fue rectificada por la sentencia de agosto 24 de 1992 

(Exp. 6754, M.P. Carlos Betancur Jaramillo) al expresar que en los eventos de 

daños producidos por cosas o actividades peligrosas (armas de fuego, conducción 

de vehículos automotores, redes de energía eléctrica) se produce más que una 

presunción de falta. La responsabilidad derivada del ejercicio de actividades 

peligrosas o riesgosas se encuentra por completo desligada de toda consideración 

sobre la culpa o diligencia o prudencia de quien ocasiona el daño con fundamento 

en el principio  ubi emolumentum ibi onus esse debet (donde está la utilidad debe estar 

la carga) que hace responsable de los perjuicios a quien crea la situación de peligro. 

En palabras de Josserand, “dentro de esta nueva concepción, quienquiera que cree 

un riesgo, si ese riesgo llega a realizarse a expensas de otro, tiene que soportar sus 

https://www.google.com/search?rlz=1C1GCEU_esCO978CO978&q=ubi+emolumentum+ibi+onus+esse+debet&spell=1&sa=X&ved=2ahUKEwjOmqfXsYH-AhXKmYQIHW13CvcQkeECKAB6BAgYEAE
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consecuencias, abstracción hecha de cualquier culpa cometida... Así el punto de 

vista objetivo reemplaza el punto de vista subjetivo y el riesgo suplanta a la culpa, 

esa especie de pecado jurídico. (La Evolución de la Responsabilidad en el abuso 

de los derechos y otros ensayos. Bogotá, Editorial Temis, 1982. Monografías 

Jurídicas Nº 24, pp. 83 y 84)”. (Subrayado y negrillas fuera de texto). 

 

El régimen de responsabilidad patrimonial del Estado consagrado 

constitucionalmente en el artículo 90 de la Carta Política, prevé la responsabilidad 

del Estado únicamente por los daños antijurídicos que le sean imputables y que 

hayan sido causados por la acción u omisión de las autoridades públicas. Para que 

surja para la entidad pública la obligación de reparar un daño resulta necesario que 

la lesión pueda serle imputada jurídicamente. Para valorar este punto es 

indispensable acudir tanto al desenvolvimiento físico de los hechos como al deber 

ser o conducta exigida normativamente a la Administración, de acuerdo con las 

circunstancias particulares de cada caso y los instrumentos al alcance de la 

Administración. 

 

La doctrina y la jurisprudencia, con base en la ley, expresan que tratándose de 

hechos ocasionados por terceros para que surja el deber de indemnización a cargo 

de la Administración, se requiere demostrar que el daño, por cuya indemnización se 

reclama, sea imputable al Estado; sobre este fenómeno se pronuncia el Profesor 

García de Enterría : 

 

“(…) El problema de la imputación: A) Planteamiento general. Al precisar el 

concepto de lesión decíamos que para que surja la responsabilidad es preciso que 

esa lesión pueda ser imputada, esto es, jurídicamente atribuida, a un sujeto distinto 

de la propia víctima. La imputación es así un fenómeno jurídico consistente en la 

atribución a un sujeto determinado del deber de reparar un daño, en base a la 

relación existente entre aquél y éste. Precisar cuál sea esa relación es el problema 

que tenemos que afrontar en este momento.   

 

El supuesto más simple que cabe imaginar es, naturalmente, el de la causación 

material del daño por el sujeto responsable. En tal caso la imputación de 

responsabilidad, en cuanto fenómeno jurídico, se produce automáticamente una vez 

que se prueba la relación de causalidad existente entre la actividad del sujeto 

productor del daño y el perjuicio producido. Las cosas no se producen siempre tan 

simplemente, sin embargo y ello porque en materia de responsabilidad civil, a 

diferencia de lo que ocurre en el ámbito penal, el objetivo último que se persigue no 
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es tanto el de identificar a una persona como autora del hecho lesivo, sino el de 

localizar un patrimonio con cargo al cual podrá hacerse efectiva la reparación del 

daño causado. Esta finalidad garantizadora, que está en la base de todo sistema de 

responsabilidad patrimonial, produce con frecuencia disociación entre imputación y 

causalidad. 

 

Probar que existe un nexo causal entre el hecho que constituye la fuente normativa 

de la responsabilidad y el daño producido será siempre necesario para que la 

imputación pueda tener lugar y con ella pueda nacer la responsabilidad, pero la 

mera relación de causalidad entre el hecho (y su autor) y el daño no basta para 

justificar la atribución del deber de reparación al sujeto a quien la ley califica de 

responsable. Así ocurre, por lo pronto, cuando la responsabilidad se predica de 

personas jurídicas, en la medida en que éstas sólo pueden actuar a través de 

personas físicas. En tales casos - y en todos aquellos en que la responsabilidad se 

configura legalmente al margen de la idea de culpa - la imputación no puede 

realizarse en base a la mera causación material del daño, sino que tiene que 

apoyarse, previa justificación de su procedencia, en otras razones o títulos jurídicos 

diferentes, ya sea la propiedad de la cosa que ha producido el daño, la titularidad 

de la empresa en cuyo seno ha surgido el perjuicio, la dependencia en que respecto 

del sujeto responsable se encuentra el autor material del hecho lesivo o cualquiera 

otra ( )”. 

 

Para establecer la responsabilidad Administrativa de la Policía Nacional es 

necesario que se cumplan ciertos requisitos, como son: (i) Una actuación de la 

administración. (ii) Un daño o perjuicio. (iii) Un nexo causal entre el daño y la 

actuación, para lo cual es necesario referirnos a cada uno de ellos: 

 

(i) La Administración y en este caso la Policía Nacional actúa por medio de 

actos, hechos, operaciones, vías de hecho y omisiones; y para que surja la 

obligación de reparar se requiere en principio, que la actuación pueda calificarse en 

forma irregular lo cual se evidencia cuando el servicio público no ha funcionado, ha 

funcionado mal o ha funcionado tardíamente.  

 

Lo anterior quiere decir que la responsabilidad de la administración es, desde esa 

perspectiva, por regla general, una responsabilidad por culpa y solo 

excepcionalmente lo seria sin culpa, es decir, objetiva o por riesgo. Sin embargo, 

debe tenerse en cuenta que, en la responsabilidad por culpa, falta o falla en el 

servicio, la culpa exigida se diferencia sustancialmente de la culpa del derecho 
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común. En efecto, mientras esta es eminentemente subjetiva, es decir, imputable a 

un individuo, aquella puede ser una culpa o falla funcional, orgánica o anónima, es 

decir, atribuible a la Institución y no necesariamente a un funcionario en particular. 

(ii) Al referirnos al perjuicio tradicionalmente se ha considerado que el daño o 

perjuicio es la “lesión del derecho ajeno consistente en el quebranto económico 

recibido, en la merma patrimonial sufrida por la víctima, a la vez que el padecimiento 

moral que la acongoja”. De acuerdo con lo anterior se considera que para que una 

persona pública sea responsable se requiere que su actuación haya producido un 

daño, pero que, además, dicho daño reúna ciertas características: Cierto; Especial. 

III. Normal, IV. Y que se refiera a una situación jurídicamente protegida. 

 

(iii) En el último caso para demostrar el nexo causal entre la actuación imputable 

a la administración y el daño causado, debe existir una relación de causalidad, lo 

cual quiere decir que el daño debe ser efecto o resultado de aquella actuación. Para 

que exista esa relación de causalidad, el hecho o actuación debe ser actual o 

próximo, debe ser determinante del daño y debe ser apto o idóneo para causar dicho 

daño; es decir si el daño no puede imputarse a la actuación de la administración, no 

habrá responsabilidad de ella, como sucede cuando el daño es producido por fuerza 

mayor o caso fortuito, por el hecho de un tercero o por culpa exclusiva de la víctima. 

 

 

RESPONSABILIDAD PERSONAL DEL AGENTE - La simple calidad de 

funcionario público que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente 

al Estado 

 

 

Si bien no se discute el hecho de que los agentes del Estado deben observar una 

conducta acorde con su investidura, la sola circunstancia de ostentar dicha calidad 

no hace a la entidad que representan responsable de los daños causados por su 

conducta.  En efecto, las actuaciones de los agentes estatales comprometen la 

responsabilidad del Estado cuando tienen algún nexo o vínculo con el servicio; es 

decir, la Administración no responde de los daños causados por la actividad 

estrictamente privada de sus funcionarios y agentes, esto es, aquélla que se 

produce al margen de las funciones que el cargo le impone, o por fuera del servicio. 

La Corporación ha señalado en varias oportunidades, que las actuaciones de los 

funcionarios sólo compromete el patrimonio de las entidades públicas cuando las 

mismas tienen algún nexo o vínculo con el servicio público. La simple calidad de 

funcionario público que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al 
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Estado, pues dicho funcionario puede actuar dentro su ámbito privado separado por 

completo de toda actividad pública1    

 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Actuación de los 
funcionarios públicos. Nexo con el servicio / CULPA PERSONAL DEL AGENTE 
- La simple calidad de funcionario público no vincula necesariamente al 
Estado / FUNCIONARIO PUBLICO - Conducta causante del daño debe tener 
vínculo con el servicio. Reiteración jurisprudencial 

 

 

De acuerdo con la jurisprudencia reiterada de la Sala, las actuaciones de los 

funcionarios sólo comprometen el patrimonio de las entidades públicas cuando las 

mismas tienen algún nexo o vínculo con el servicio público. La simple calidad de 

funcionario público que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al 

Estado, pues dicho funcionario puede actuar dentro de su ámbito privado separado 

por completo de toda actividad pública. .Se tiene así que para que la conducta 

causante del daño, desplegada por un agente estatal, tenga vínculo con el servicio, 

se requiere que ésta se presente externamente como expresión o consecuencia del 

funcionamiento del servicio público. (…) para que surja responsabilidad a cargo de 

las entidades, no es suficiente con evidenciar que el daño ha sido causado por un 

agente de la administración, o con la utilización de algún elemento de los que usan 

los organismos del Estado para el desempeño de sus funciones, sino que además 

es necesario demostrar que las actividades del agente estuvieron relacionadas con 

el servicio, labor en la cual habrá de observarse, en cada caso concreto, si el agente 

estatal actuó prevalido de su función administrativa, lo cual se determina, a su vez, 

evaluando si el daño ocurrió en horas en que se prestaba o debía prestarse el 

servicio, o si devino con ocasión del mismo, y/o si acaeció en el lugar donde éste 

se prestaba. Igualmente, debe estudiarse si el agente actuó –u omitió actuar- 

impulsado por el cumplimiento del servicio bajo su responsabilidad, y si el particular 

percibió la encarnación del servicio público en el agente estatal directamente 

generador del daño.2 

 

Así mismo, es importante que la parte demandante acredite el NEXO CAUSAL, 

estos es la relación  entre el hecho y el daño, por el cual pretende que la Institución 

sea declarada responsable. Con relación al Nexo Causal, es importante traer a 

colación lo manifestado por el H. Consejo de Estado, Sentencia del 31 de mayo de 

2007, radicado 16.898, Mp. Enrique Gil Botero, así: 

                                                           

1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA Consejera ponente: 
MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR Bogotá, D.C., catorce (14) de abril de dos mil diez (2010) Radicación número: 05001-
23-31-000-1995-01120-01(17898) 

 

2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION B 
Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancourth Bogotá D. C., veintinueve (29) de marzo de dos mil once (2012) Expediente: 
21 380 Radicación: 20001-23-31-000-1999-00655-01 
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Así las cosas, en el caso objeto de análisis, la sala encuentra que el elemento de imputación 

fáctica necesario para predicar en cabeza de la administración pública responsabilidad, no 

se encuentra demostrado, sin que para ello influya el régimen de imputación jurídica 

aplicable al supuesto hecho, esto es, bien subjetivo (falla) u objetivo (riesgo excepcional, 

daño especial , etc); lo anterior como quiera que tanto en los regímenes objetivos como 

subjetivos es requisito sine qua non que la parte actora demuestre plenamente la ocurrencia 

del daño antijurídico, así como el nexo que vincula ese perjuicio con la actuación de la 

administración; la diferencia entre uno u otro régimen –subjetivo y objetivo- estriba, 

simplemente en que en el segundo (objetivo) no juega el papel culpabilisticoº con que haya 

actuado la administración pública.  

 

INEXISTENCIA DE LOS ELEMENTOS ESTRUCTURALES DE LA RESPONSABILIDAD 

DEL ESTADO  

 

Toda vez que no es posible endilgar responsabilidad a la Policía Nacional, para que 

se configure la responsabilidad del Estado, pues es importante que la parte 

demandante acredite el NEXO CAUSAL, estos es la relación  entre el hecho y el 

daño, por el cual pretende que la Institución sea declarada responsable. Con 

relación al Nexo Causal, es importante traer a colación lo manifestado por el H. 

Consejo de Estado, Sentencia del 31 de mayo de 2007, radicado 16.898, Mp. 

Enrique Gil Botero, así: 

 

Así las cosas, en el caso objeto de análisis, la sala encuentra que el elemento de imputación 

fáctica necesario para predicar en cabeza de la administración pública responsabilidad, no 

se encuentra demostrado, sin que para ello influya el régimen de imputación jurídica 

aplicable al supuesto hecho, esto es, bien subjetivo (falla) u objetivo (riesgo excepcional, 

daño especial , etc); lo anterior como quiera que tanto en los regímenes objetivos como 

subjetivos es requisito sine qua non que la parte actora demuestre plenamente la ocurrencia 

del daño antijurídico, así como el nexo que vincula ese perjuicio con la actuación de la 

administración; la diferencia entre uno u otro régimen –subjetivo y objetivo- estriba, 

simplemente en que en el segundo (objetivo) no juega el papel culpabilistico con que haya 

actuado la administración pública.  

 

De  lo expuesto se puede concluir que la  parte demandante no asumió la carga probatoria 

que le correspondía, de acreditar los elementos esenciales para que pueda predicarse la 

responsabilidad patrimonial del Estado por falla en el servicio o por otro título de imputación,  

por tanto, no están llamadas a prosperar las pretensiones de la demanda, al menos en 

cuanto a mi representada POLICIA NACIONAL. 
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Respecto a la carga de la prueba, el Consejo de Estado ha determinado que: 

“En consecuencia, la Sala advierte que no se acreditaron los hechos que sirvieron de 

fundamento a las pretensiones de la demanda, puesto que la actora no aportó 

pruebas ni desplegó actividad alguna tendiente a que se allegaran los medios de 

prueba necesarios para determinar la imputación del daño a la Administración 

Pública, es decir, que la parte demandante no asumió la carga probatoria que le 

correspondía. Al respecto, no debe olvidarse que la carga de la prueba es una regla 

de nuestro derecho probatorio consagrada en el artículo 177 del C. de P. Civil, de 

acuerdo con el cual "Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas 

que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen... "; dicho en otras palabras: 

para lograr que el juez dirima una controversia de manera favorable a las 

pretensiones, le corresponde al demandante demostrar en forma plena y completa 

los actos o hechos jurídicos de donde procede el derecho o nace la obligación, 

máxime si ninguna de las partes goza en el proceso colombiano de un privilegio 

especial que permita tener por ciertos los hechos simplemente enunciados en su 

escrito, sino que cada una de ellas deberá acreditar sus propias aseveraciones.  

Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de juicio, que le 

indica a las partes la responsabilidad que tienen para que los hechos que 

sirven de sustento a las pretensiones o a la defensa resulten probados; en 

este sentido, en relación con los intereses de la parte demandante, debe anotarse 

que quien presenta la demanda, sabe de antemano cuáles hechos le interesa que 

aparezcan demostrados en el proceso y, por tanto, sabe de la necesidad de que así 

sea, más aun tratándose del sustento mismo de la demanda y de los derechos que 

solicita sean reconocidos.          

 Siendo así las cosas, por deficiencia probatoria no es posible atribuir 

responsabilidad alguna a la Administración Pública, pues es indispensable 

demostrar, por los medios legalmente dispuestos para ello, todos los 

hechos que sirvieron de fundamento fáctico de la demanda y no solo la 

mera afirmación de los mismos, para poder establecer cuál fue la actividad 

del ente demandado que guarde el necesario nexo de causalidad con el 

daño y que permita imputarle la responsabilidad a aquel, situación que no 

se dio en el sub lite. (Consejo de Estado. Sentencia de 27 de abril de 2006. Cons 

Ponente Ramiro Saavedra Becerra. Exp 16079. Resalta la Sala.)”  

 
Así las cosas, al no existir responsabilidad imputable a la Institución que represento, solicito 
despachar desfavorablemente las pretensiones de la demanda por los motivos señalados 
en este escrito.  

 

EXCEPCIONES 
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INNOMINADA O GENÉRICA 

 

Esta excepción se propone conforme a lo establecido en el artículo 282 del Código General 

del Proceso aplicable al presente caso por remisión expresa del artículo 306 de la Ley 1437 

de 2011. De acuerdo con la norma que regula ésta excepción, solicito a su señoría que de 

manera oficiosa declare en la sentencia, cualquier otro hecho que se encuentre demostrado 

y que constituya una excepción que sea favorable para los intereses de la institución que 

represento 

 

PRUEBAS 

 

Solicito al Señor Juez sean tenidas en cuenta las aportadas y/o solicitadas por el 

demandante en cuanto sean favorables a los intereses de mi patrocinada.  

   

DOCUMENTALES: 

Solicito al honorable despacho, como quiera que parte los antecedentes que pudieran estar 

en manos de la Policía Nacional, ya obran dentro del expediente no se hace necesaria su 

solicitud o entrega por parte de esta entidad, por lo cual solicito respetuosamente sean 

considerados los allegados con la demanda, teniendo en cuenta la Directiva Presidencial 

04 de 2012, aplicación de buenas prácticas, para que  las entidades avancen en la 

implementación de una política de Eficiencia Administrativa y Cero Papel.   

Pese a lo anterior, quedaré atento a cualquier requerimiento que el Honorable despacho, 

tenga a bien requerir. 

Sin embargo, me permito anexar a la presente comunicación  oficial No. GS-2023011098 

SEGEN con la cual se solicitó los antecedentes del accidente de tránsito ocurrido el día 17 

de julio de 2020 con el vehículo de siglas 17-6396. Así mismo la contestación del anterior 

comunicado radicado bajo el No. GS-2023148333-MEBOG y el informe policial de 

accidente de tránsito No. A001178973.  

 

PETICIÓN 

 

Conforme lo anterior, de manera respetuosa ruego al despacho del H. Juez de la 

causa, NEGAR las pretensiones de la demanda. 

 

ANEXOS  

 

Poder legalmente conferido por el señor Secretario General de la Policía Nacional  

y sus anexos.  

 

PERSONERIA  
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Solicito me sea reconocida personería jurídica para actuar en el proceso de la 

referencia, en los términos del poder que me ha sido asignado. 

 

 NOTIFICACIONES 

 

Honorable Juez, el representante legal de la entidad demandada en la carrea 59 

No. 26 -21 CAN, Bogotá o en la secretaria del despacho, para efectos de notificación 

electrónica al correo decun.notificacion@policia.gov.co y 

albert.bolanos1010@correo.policia.gov.co 

Cordialmente;  

 
 
 
 
 
ALBERT JHONATHAN BOLAÑOS PANTOJA  
C. C. No. 87.064.476 de Pasto (Nariño)  
T. P. No.  163.553 del C.S.J  
Tel: 3132687046 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Carrera 59 26-21 CAN Bogotá 

Teléfonos  3132687046 

decun.notificacion@policia.gov.co   

www.policia.gov.co 

mailto:decun.notificacion@policia.gov.co
mailto:decun.notificacion@policia.gov.co
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

POLICÍA NACIONAL 
 
ES FIEL COPIA AUTÉNTICA TOMADA DE SU ORIGINAL 
QUE REPOSA EN LOS ARCHIVOS DE LA JEFATURA DE 
LA SECRETARIA GENERAL: 
 
 

 
APA-08 Edgar Alejandro Reyes Mora 

Grupo de Relatoría y Defensa Judicial  ante Las Altas Cortes 
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